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nes y 605 alcaldías, que representan el 54 
%, quienes no hicieron menciones explíci-
tas sobre estrategias, metas o presupuesto 
para ninguno de los dos criterios.

Es importante destacar de este tema 
que el criterio que mayor mención tuvo fue 
el de promoción de acciones complemen-
tarias de justicia restaurativa para la pro-
tección integral de los adolescentes y jóve-
nes vinculados al SRPA, con 411 entidades 
territoriales que incluyeron no solo accio-
nes, sino establecieron metas concretas y 
asignaron recursos mediante un programa 
o línea presupuestal. 

Sobre el criterio con mayor inclusión, 
las entidades territoriales se centraron en 
acciones o estrategias relacionadas con 
fortalecer la oferta para la atención de 
adolescentes en medidas alternativas a la 
privación de la libertad, fundamentadas 
en la garantía de derechos y en la justicia 
restaurativa; crear programas con acceso 
preferente de refuerzo escolar, bilingüismo 
y orientación socio ocupacional con énfasis 
en proyecto de vida para adolescentes y jó-
venes vinculados en SRPA; y el desarrollo 
de estrategias que faciliten la inclusión so-
cial de los adolescentes al SRPA.
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Cultura de paz, reconciliación y convivencia

El tema de cultura de paz, reconciliación y convivencia se relaciona con la proyección 
de esfuerzos para asegurar la protección integral de los niños, niñas y adolescentes frente 
grupos armados organizados y delictivos y a la construcción de acciones encaminadas al 
desarrollo de una cultura de paz y convivencia. 

Por lo cual, para efectos de este análisis, está compuesto por dos criterios: i) prevención, 
atención y protección del reclutamiento, uso, utilización, y violencia sexual contra la niños, 
niñas y adolescentes por parte de GAO y GDO; y ii) la territorialización del plan de acción 
de la Declaración de Escuelas Seguras con la comunidad educativa y sus agentes.

Mapa 19. Prevención del reclutamiento y escuelas seguras

Elaboración: fuente propia DSNBF (2024).

Como resultado se encuentra que 395 
entidades territoriales quedaron en la cate-
goría avanzado, con 15 gobernaciones y 380 
alcaldías que representan el 35 %, quienes 
hicieron una mención explícita sobre meta, 
estrategia y presupuesto para los dos crite-
rios. En intermedio se ubicaron 43 entidades 

territoriales, con 1 gobernación y 42 alcal-
días, que representan el 4 %. En básico se 
encuentran 288 entidades territoriales, con 
9 gobernaciones y 279 alcaldías, que repre-
sentan el 25 %, quienes hicieron una men-
ción explícita sobre estrategias, metas y pre-
supuestos para uno de los dos criterios, pero 
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ninguna para el otro. Por último, en la cate-
goría bajo están 408 entidades territoriales, 
donde se sitúan 7 gobernaciones y 401 al-
caldías, que representan el 36 %, quienes no 
hicieron menciones explícitas sobre metas, 
estrategias o presupuesto para ninguno de 
los dos criterios.

Es importante destacar de este tema 
que el criterio que mayor mención tuvo fue 
el de prevención, atención y protección del 
reclutamiento con 568 entidades territo-
riales que incluyeron no solo acciones, sino 
establecieron metas concretas y asigna-
ron recursos mediante un programa o línea 
presupuestal. 

Con respecto al criterio, las entidades 
territoriales mencionaron acciones y estra-
tegias relacionadas con generar condicio-
nes en las familias y comunidades que evi-
ten que niñas, niños y adolescentes sean 
atraídos por los grupos armados ilegales y 
las bandas criminales; y aumentar la oferta 
institucional cultural, deportiva y recreativa, 
promoviendo el desarrollo de capacidades 
y la construcción de proyectos de vida en 
el marco de la legalidad. En municipios con 
alertas tempranas se destacó la conforma-
ción de equipos de reacción inmediata, y 
la construcción e implementación de rutas 
de protección ante situaciones de recluta-
miento inminente. 
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Presupuestos participativos 

El tema de presupuestos participativos se relaciona con la oportunidad de la ciudadanía 
de incidir, de acuerdo con sus necesidades, sobre la asignación de una parte del presupuesto 
público. Por lo cual, para efectos de este análisis, está compuesto por un criterio: identificación 
de programas, proyectos, actividades o acciones para llevar a cabo presupuestos participativos 
que fortalezcan iniciativas provenientes de niños, niñas y adolescentes.

Mapa 20. Presupuestos participativos

Fuente: elaboración propia DSNBF (2024).

Como resultado se encuentra que 225 
entidades territoriales quedaron en la ca-
tegoría avanzado, con 5 gobernaciones 
y 220 alcaldías que representan el 20 %, 
quienes hicieron una mención explícita so-
bre estrategias, metas y presupuestos para 
el criterio que compone el tema. En la ca-
tegoría intermedio se ubicaron 10 alcal-
días, que representan el 1 %. En básico se 

encuentran 30 entidades territoriales, con 
1 gobernación y 29 alcaldías, que repre-
sentan el 3 %. Por último, en la categoría 
bajo quedaron 869 entidades territoriales, 
donde se sitúan 26 gobernaciones y 843 
alcaldías, que representan el 76 %, quienes 
no hicieron mención explícita sobre estra-
tegias, metas o presupuesto para el criterio 
que compone el tema.



73

Recomendaciones​
En el siguiente apartado se presentan una serie de sugerencias a modo 
de recomendaciones para la articulación territorial en clave de garantía 
de derechos de niñas, niños y adolescentes tanto para las entidades 
nacionales como para las territoriales.

Para las entidades nacionales

A partir de este informe se considera que 
los diferentes sectores que conforman el Es-
tado colombiano pueden seguir fortalecien-
do la garantía de los derechos de la niñez 
actuando desde sus competencias y a través 
de sus mecanismos y arquitectura institucio-
nal existente en el país. En este sentido se 
hacen las siguientes recomendaciones: 

Continuar y fortalecer programas de 
capacitación a los equipos territoriales en 
gestión de políticas para la niñez en el ám-
bito territorial, de manera articulada entre 
los agentes del SNBF. Estas capacitacio-
nes se proponen con énfasis en la entrega 
de herramientas prácticas como proyectos 
tipo, identificación de fuentes de financia-
ción, sistemas de información entre otros, 
para la planificación, ejecución y monitoreo 
de programas enfocados en la niñez. 

Además, se recomienda fortalecer los 
equipos de trabajo intersectoriales de mi-
nisterios y entidades del orden nacional, 
para brindar asesoría técnica y apoyo con-
tinuo de manera coordinada a las entidades 
territoriales en la formulación e implemen-

tación de proyectos para la niñez, materia-
lizando las apuestas de los PDT. De igual 
forma, brindar línea técnica y acompaña-
miento a las entidades territoriales en el 
fortalecimiento de sistemas de información 
de carácter nominal que incluya segmenta-
ción poblacional por datos de curso de vida 
para la toma de decisiones. 

Es fundamental que se establezca un sis-
tema de identificación de buenas prácticas y 
casos de éxito en la implementación de pro-
gramas para la niñez relacionado con los te-
mas abordados en este informe. Esto podría 
incluir la creación de un repositorio de expe-
riencias exitosas, permitiendo que las entida-
des territoriales accedan y aprendan de los 
proyectos y estrategias que han demostrado 
resultados positivos. Además, se podrían im-
plementar eventos anuales de buenas prác-
ticas en políticas para la niñez, en los que se 
presenten los casos destacados y se generen 
espacios de intercambio de experiencias y 
colaboración entre las entidades. Estos es-
fuerzos de difusión y reconocimiento no solo 
fortalecen la gestión territorial, sino que tam-
bién motivan a las entidades a innovar y me-
jorar continuamente en sus iniciativas para el 
desarrollo de la niñez.
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En relación con futuras estrategias de in-
cidencia para la inclusión de temas asociados 
a los derechos de la primera infancia, infancia, 
adolescencia y fortalecimiento familiar y des-
de los aprendizajes adquiridos con el desplie-
gue de Juntos por la Niñez, se recomienda: i) 
iniciar el proceso de acompañamiento desde 
la formulación de los planes de gobierno de 
los candidatos a alcaldías y gobernaciones, 
ya que estos planes constituyen la base de 
los PDT; ii) elaborar orientaciones para el pro-
ceso de empalme que permita una adecua-
da entrega de las políticas públicas, planes, 
programas, proyectos y todo aquello que es 
estratégico para la garantía de los derechos 
de la niñez a nivel territorial; iii) construcción 
de manera oportuna e intersectorial los li-
neamientos de la estrategia de incidencia en 
los PDT; iv) continuar y fortalecer con la ex-
periencia exitosa de la estrategia Juntos por 
la Niñez en relación con la promoción de la 
participación incidente de las niñas, niños y 
adolescentes en el proceso de formulación e 
implementación de los PDT; y vi) de manera 
paralela, fortalecer a las comunidades y ciu-
dadanía en temas de niñez para su posicio-
namiento en la agenda pública en la formu-
lación de planes de desarrollo territoriales, y 
potenciar el control social y la veeduría en la 
implementación. 

Para las entidades 
territoriales

A continuación, se presentan una serie 
de sugerencias a modo de recomendacio-
nes para entidades territoriales interesadas 

en fortalecer sus equipos técnicos y capa-
cidad frente a la garantía de derechos de 
niños, niñas y adolescentes.

En el ámbito territorial se sugiere forta-
lecer la participación de organizaciones de 
base, entidades gubernamentales, comuni-
dades étnicas, población con discapacidad, 
LGTBIQ+, víctimas del conflicto armado, 
campesinos, migrantes y población rural, 
con el fin de promover un enfoque colabo-
rativo e integral en la visión de desarrollo 
y la atención a la niñez, para asegurar que 
los programas sean inclusivos, accesibles y 
adaptados a las realidades de cada territo-
rio.

Se recomienda el desarrollo de pro-
cesos de cualificación del talento huma-
no responsable de la implementación de 
los PDT para que concreten, mediante los 
planes anuales operativos y los planes de 
acción de las instancias del SNBF, la imple-
mentación de acciones específicas para el 
desarrollo integral de niños, niñas y ado-
lescentes con base en el diagnóstico situa-
cional, las agendas propuestas por ellos y 
ellas. Esto incluye capacitaciones en el uso 
del Sistema Único de Información de la Ni-
ñez (SUIN), para que todos los actores in-
volucrados puedan utilizar esta herramien-
ta como base en la formulación de políticas 
informadas y adaptadas a las necesidades 
locales. 

Fortalecer el compromiso con los es-
pacios de rendición de cuentas; allí, tanto 
autoridades como miembros de la comuni-
dad pueden hacer seguimiento a los avan-
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ces en la implementación de políticas para 
la niñez. Asimismo, se debe coordinar con 
las organizaciones presentes en el territo-
rio, la difusión de los logros y desafíos. De 
esta manera, los compromisos con la niñez 
no solo son un objetivo administrativo, sino 
una responsabilidad compartida con todos 
los sectores y actores locales.

También a través de este informe, se 
busca dar algunas sugerencias relaciona-
das con los temas asociados a los derechos 
analizados en este documento, que pueden 
ser recogidas, adaptadas o modificadas por 
gobernaciones y alcaldías de acuerdo con 
la necesidad de fortalecimiento de sus PDT:

Nutrición

En relación con la prevención y la atención 
a la desnutrición que afecta algunas regiones 
particulares del país, se hace necesario que 
cada municipio en conjunto con las goberna-
ciones: i) identifiquen si en el territorio hay zo-
nas de especial interés que requieran acciones 
de intervención centradas en la prevención y 
atención de la desnutrición en niños y niñas 
menores de 5 años; ii) desarrollen, con el apo-
yo del orden nacional, procesos de formula-
ción, implementación y seguimiento de pla-
nes alimentarios y nutricionales con enfoque 
en soberanía alimentaria; iii) promuevan cir-
cuitos cortos de comercialización y compras 
públicas locales a pequeños productores; iv) 
establezcan mecanismos para garantizar las 
acciones de valoración y atención integral en 
salud de la población vulnerable; v) imple-
menten acciones de identificación, atención, 
seguimiento y acompañamiento de los niños 

y niñas con desnutrición aguda y sus familias; 
y vi) mejoren el acceso a agua potable y apta 
para el consumo humano.

Educación inicial

Sobre la educación inicial y en articula-
ción con las prioridades del Plan Nacional de 
Desarrollo 2022-2026 «Colombia, potencia 
mundial de la vida», se sugiere que los go-
biernos locales apoyen, de acuerdo con sus 
competencias, la calidad de los servicios de 
educación inicial en primer y segundo ciclo, 
a través de la financiación, cofinanciación 
y diseño de estrategias relacionadas con: i) 
el desarrollo de capacidades y formación a 
maestras, maestros y agentes educativos de 
la educación inicial; ii) la adquisición de dota-
ciones pedagógicas y colecciones especiali-
zadas para la primera infancia; iii) estrategias 
flexibles para la vinculación y participación 
de las familias y comunidades en los proce-
sos de desarrollo y aprendizajes de las niñas 
y niños que habitan la ruralidad y la ruralidad 
dispersa, que pertenecen a grupos étnicos o 
comunidades campesinas; iv) ampliación del 
tiempo de atención a través de experiencias 
pedagógicas dentro o fuera de la escuela y 
las unidades de servicio en articulación con 
otros sectores; y v) alimentación escolar y 
complemento nutricional pertinente para la 
edad y con enfoque de soberanía alimentaria.

Identidad

En la temática de identidad se sugiere: 
i) identificar las alertas en el acceso a docu-
mentos de mujeres gestantes y de niños y 



76

niñas que no cuentan con registros civiles y 
tarjetas de identidad; ii) la realización de jor-
nadas de registro civil e identificación total-
mente gratuitas, para atender a poblaciones 
desplazadas, en riesgo de desplazamiento 
o vulnerables, en los lugares de más difícil 
acceso del territorio nacional, incluyendo co-
munidades indígenas, afrodescendientes, ni-
ños, niñas y adolescentes; y iii) incrementar la 
concurrencia de recursos de gobernaciones y 
alcaldías y, muy particularmente, de la coo-
peración internacional para, sufragar los gas-
tos de hemoclasificación (toma de muestras 
de RH), y las fotografías, elementos que en 
muchos casos limitan que se tramiten los do-
cumentos de identidad.

Cultura

En relación con este tema se recomienda: 
i) mayor articulación entre gobernaciones y 
alcaldías para garantizar ambientes peda-
gógicos y culturalmente enriquecidos para 
el goce de las expresiones de arte, literatura, 
música y el juego en los servicios de educa-
ción inicial, así como generar espacios como 
festivales y ferias que promuevan la explora-
ción de las actividades de prácticas artísticas, 
visuales y gráficas en la infancia y la adoles-
cencia; ii) articular con entidades de orden 
privado, ONG y cooperación internacional 
para fortalecer la oferta de bienes y servicios 
a través de dotaciones (libros, cuentos, ins-
trumentos musicales, mobiliarios, materiales 
pedagógicos, didácticos, juegos que propi-
cien el desarrollo integral, etc.); y iii) designar 
personal idóneo que tenga formación, expe-
riencia y comprensión del poder de la cultu-

ra, así como planes para la cualificación y ac-
tualización permanente de estos equipos de 
trabajo en lectura, escritura y oralidad, para 
fortalecer sus capacidades como mediado-
res en la implementación de procesos para la 
apropiación de la cultura oral y escrita.

Ambiente sano

Se recomienda a gobernaciones y al-
caldías: i) actualizar permanentemente los 
planes de riesgo en situaciones de emer-
gencia social o fenómenos naturales, con 
diagnósticos que identifiquen los riesgos 
e incorporen la perspectiva de niñez y la 
vulnerabilidad específica de niñas, niños y 
adolescentes, considerando factores como 
la edad, género, ubicación en zona rural o 
urbana y las condiciones socioeconómicas 
y ii) promover la consulta y participación 
significativa de niñas, niños y adolescentes 
en los procesos de planificación e imple-
mentación de acciones sobre la crisis cli-
mática y las problemáticas medioambien-
tales, para comprender sus preocupaciones 
y tener en cuenta sus sugerencias sobre 
cómo abordarlas.   

Juego, recreación, actividad 		
física y deporte

En el presente informe se encontró que 
el tema asociado con los derechos con ma-
yor mención explícita es el del juego; en 
esta categoría se reconocía la importancia 
del juego para el desarrollo integral de ni-
ñas, niños y adolescentes; la recreación, la 
actividad física y el deporte. No obstante, 
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se identifican dificultades desde el diseño 
de estrategias, planes y programas por el 
desconocimiento de los lineamientos téc-
nicos establecidos por el ente rector del 
Sistema Nacional del Deporte como lo es 
el Ministerio del Deporte; así mismo, se han 
detectado problemas de sostenimiento fi-
nanciero y del talento humano que lidera 
estos procesos que no duran más de 3 o 4 
meses de implementación durante el año. 

En este sentido, se recomienda a las en-
tidades territoriales: i) fortalecer su capa-
cidad técnica en articulación con los entes 
departamentales de recreación y deportes 
y con el Ministerio del Deporte; y ii) tener 
en cuenta, para el sostenimiento financiero 
la Ley 2023 de 2020 «Por medio de la cual 
se crea la tasa pro deporte y recreación» la 
cual faculta a las asambleas departamenta-
les, concejos municipales y distritales para 
crear una Tasa Pro Deporte y Recreación 
(estampilla), recursos que serán adminis-
trados por el respectivo ente territorial.

Participación 

Las entidades territoriales durante el 
proceso de formulación de los planes de 
desarrollo involucraron a las niñas, niños 
y adolescentes de las mesas de participa-
ción, esto se evidencia en la realización de 
722 encuentros con mandatarios y la firma 
de 706 pactos por la niñez. A pesar de es-
tos esfuerzos territoriales, un alto número 
de alcaldía no mencionaron, de manera ex-
plícita, el fortalecimiento de instancias de 
participación de niñas, niños y adolescen-
tes en sus PDT. 

Lo anterior invita a que las entidades 
territoriales fortalezcan esta instancia del 
SNBF; para ello se recomienda: i) cualificar 
a los equipos técnicos que acompañan los 
procesos de participación; ii) fortalecer la 
participación incidente de las niñas, niños 
y adolescentes mediante la garantía de su 
participación y escucha en las instancias de 
decisión municipales y departamentales;  
iii) fortalecer la planificación y desarrollo de 
las mesas de participación a nivel munici-
pal y departamental en articulación con los 
centros zonales y direcciones regionales 
del ICBF; y iv) identificar recursos financie-
ros y logísticos para el desarrollo iniciativas 
propuestas por los niñas, niñas y adoles-
centes en las mesas de participación. 

Salud 

En el tema relacionado con el derecho a 
la salud, se pudo evidenciar en el presente 
análisis que el criterio con menor mención 
en los PDT es la prevención de muertes de 
niñas y niños por causas perinatales preve-
nibles. Con relación a ello, el Ministerio de 
Salud y Protección Social ha establecido el 
«Plan para la reducción de la mortalidad en 
niñas y niños de primera infancia», donde 
se proponen 6 líneas estratégicas, a sa-
ber: i) fortalecer y garantizar el cuidado y 
las atenciones en salud del recién nacido; 
ii) fortalecer las redes familiares, sociales y 
comunitarias dirigidas al cuidado de ges-
tantes, niñas y niños; iii) mejorar el acceso 
efectivo a las atenciones individuales a la 
Ruta de Promoción y Mantenimiento de la 
Salud como continuo de la atención des-
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de la gestación y hasta la primera infancia; 
iv) fortalecer y garantizar las atenciones 
en salud a la población de primera infan-
cia con condiciones de mayor riesgo para 
mortalidad; v) Estrategias de información 
y comunicación para promover el cuidado 
y la salud infantil; y vi) fortalecimiento a 
la gobernanza. Cada entidad territorial de 
acuerdo con sus características, particulari-
dades y necesidades podrá establecer en el 
marco de este plan, las acciones para pre-
venir las muertes de niñas, niños y adoles-
centes por causas perinatales y neonatales.

Educación básica y media 

Para las entidades territoriales este es 
un tema valorado como muy importante 
puesto que un alto porcentaje lo incluyó 
de manera adecuada en sus PDT; sin em-
bargo, su énfasis está en las infraestructu-
ras físicas y dotaciones necesarias para su 
funcionamiento. Es pertinente que a nivel 
territorial se incluyan estrategias y recursos 
con el fin de: i) cualificar y acompañar a los 
diferentes actores (docentes, facilitadores, 
directivos, sector cultura, etc.) en el trabajo 
pedagógico de las instituciones educativas; 
ii) elaborar o actualizar los planes de imple-
mentación de la jornada única y jornada es-
colar complementaria; iii) desarrollar mesas 
de trabajo entre las gobernaciones y alcal-
días para identificar acciones conjuntas en 
establecimientos educativos de alta vulne-
rabilidad, que favorezcan la  ampliación del 
tiempo escolar en el marco de la formación 
integral; y iv) ofrecer programas extracurri-
culares y actividades que apoyen el desa-

rrollo de habilidades sociales y emociona-
les, como el trabajo en equipo, la resolución 
de conflictos y la comunicación. 

Fortalecimiento familiar

Uno de los criterios menos incluidos para 
este tema corresponde a la implementación 
de la Política de Apoyo y Fortalecimiento Fa-
miliar; en este sentido se propone: i) diseñar 
estrategias de transformación cultural que 
favorezcan el reconocimiento y valoración 
de la diversidad familiar, que faciliten superar 
estereotipos y permitan generar condiciones 
incluyentes y respetuosas de los derechos 
humanos; y ii) diseño e implementación de 
estrategias que permitan acompañar a ma-
dres, padres y cuidadores como actores cla-
ve para el desarrollo integral de niñas, niños 
y adolescentes y de avanzar como sujetos 
colectivos con capacidad de agencia para 
mejorar la calidad de vida del grupo familiar, 
independiente de su conformación; y iii) dise-
ñar y cualificar políticas y estrategias de in-
tervención dirigidas a las familias (en líneas 
como vivienda, educación, productividad y 
empleo, salud, convivencia, cultura, recrea-
ción y deporte), de manera articulada con la 
política nacional.  

Protección contra las violencias

La prevención del consumo de sustan-
cias psicoactivas fue incluida como el cri-
terio con mayor frecuencia dentro de los 
PDT; es evidente que es una preocupación 
latente en los territorios sobre la que se de-
finen estrategias y se destinan recursos, 
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por lo que se recomienda realizar el mayor 
esfuerzo posible para que las entidades te-
rritoriales puedan cualificar la planificación, 
el desarrollo de acciones de prevención y 
atención terapéutica, incorporando enfo-
ques que ya han sido incluidos en políti-
cas públicas tanto del sector Salud como 
Educación, pero que no han logrado llegar 
al trabajo pedagógico que se realiza en los 
entornos educativos, con un acompaña-
miento comunitario y familiar para las ni-
ñas, niños y adolescentes en los territorios. 

No obstante, se observó una limitada 
inclusión de acciones para el fortalecimien-
to de los hogares de paso, como parte de 
las herramientas de protección y resta-
blecimiento de derechos. Por lo anterior 
se sugiere a las alcaldías y gobernaciones 
desarrollar planes de acción municipal para 
cumplir con la creación de los hogares de 
paso como parte de la oferta institucional 
establecida por la Ley 1098 de 2006 en los 
artículos 57 y 58.  Esto incluye la destina-
ción de recursos para su funcionamiento 
permanente.

Sistema de Responsabilidad 		
Penal para Adolescentes

En este informe se encontró que el 78 
% de las entidades territoriales no hicieron 
ninguna mención explícita en sus PDT sobre 
la promoción de acciones complementarias 
de justicia restaurativa, para la protección 
integral de los adolescentes y jóvenes vin-
culados al SRPA y el fortalecimiento de la 
infraestructura para su atención; o hicieron 
una mención para uno de los dos, pero no 

para el otro. Por esto, se le recomienda a las 
alcaldías y gobernaciones: i) construir, ade-
cuar y mantener en óptimas condiciones 
de infraestructura las unidades de servicio 
para adolescentes en conflicto con la ley 
penal, tanto para medidas privativas como 
no privativas de la libertad, además de la 
adecuación de centros de internamiento 
transitorios o casas de acogida; ii) desa-
rrollar programas que impulsen el cum-
plimiento de los estándares de seguridad 
y dignidad para estos centros; iii) propor-
cionar los servicios educativos y de salud 
necesarios para los procesos de resociali-
zación; y iv) crear o fortalecer programas 
u oferta para la atención de adolescentes 
en medidas alternativas a la privación de la 
libertad, fundamentadas en la garantía de 
derechos y en la justicia restaurativa.

Cultura de paz, reconciliación 			 
y convivencia

Teniendo en cuenta que el 61 % de las 
entidades territoriales no hicieron mención 
sobre la territorialización del plan de acción 
de la Declaración de Escuelas Seguras con 
la comunidad educativa y sus agentes, esta 
inobservancia indica un vacío en el desa-
rrollo de acciones para la protección del en-
torno educativo en las zonas de conflicto, 
lo cual puede influir de manera directa y 
negativa en tanto este es el escenario don-
de ellos y ellas permanecen la mayor parte 
del tiempo. Por esto, se recomienda que las 
entidades territoriales: i) construyan planes 
locales de protección escolar o adopten el 
plan de acción de la Declaración de Escue-
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las Seguras; ii) construyan e implementen 
protocolos de seguridad en las escuelas 
basados en las características locales de 
conflicto y criminalidad; iii) creen e imple-
menten planes y estrategias de fortaleci-
miento de capacidades para la comunidad 
educativa basados en este contexto; y iv) 
desarrollen procesos de monitoreo conti-
nuo sobre las condiciones de seguridad en 
las escuelas.

Presupuestos participativos

En este informe se encontró que el 76 
% de las entidades territoriales del país 
no incluyeron de ninguna manera progra-
mas, proyectos, actividades o acciones 
para llevar a cabo presupuestos partici-
pativos que fortalezcan iniciativas prove-

nientes de niños, niñas y adolescentes en 
sus PDT. Lo cual indica que esta herra-
mienta de participación en la implemen-
tación de una parte del presupuesto pú-
blico por parte de la ciudadanía aún no 
ha sido realmente apropiada. Por esto, se 
recomienda a las entidades territoriales: 
i) asignar un porcentaje de los recursos 
para promover el desarrollo de presu-
puestos participativos a nivel territorial, 
como lo establece la Ley Estatutaria 1757 
de 2015; ii) desarrollar procesos de forta-
lecimiento de capacidades que permitan 
formular proyectos con uso de recursos 
públicos a las juntas de acción comunal, 
las comunidades y la ciudadanía, entre 
otros; y iii) socializar suficientemente los 
cronogramas para la convocatoria de pro-
yectos para financiar con presupuestos 
participativos. 
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